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SECCIÓN SEXTA

Núm. 9736

AYUNTAMIENTO DE CADRETE

Al no haberse presentado reclamaciones durante el plazo de exposición al públi-
co (BOPZ núm. 231, de fecha 7 de octubre de 2021), queda automáticamente elevado 
a definitivo el acuerdo plenario de este Ayuntamiento, de fecha 30 de septiembre de 
2021, sobre la modificación de la Ordenanza fiscal número 1, general de gestión, re-
caudación e inspección de los tributos y otros ingresos de derecho público, cuyo texto 
se hace público en cumplimiento del artículo 17.4 del texto refundido de la Ley Regu-
ladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 2/2004, de 5 de marzo:

Ordenanza fiscal número 1, general de gestión, recaudación e inspección de ingresos

de derecho público

Artículo 1. Fundamento jurídico y naturaleza.
En uso de las facultades concedidas por los artículos 133.2 y 142 de la Constitu-

ción, y por el artículo 106 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12 y 15.3 del Real 
Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, este Ayuntamiento dicta la Ordenanza fiscal general de gestión, 
recaudación e inspección de los ingresos de Derecho público locales.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
Esta Ordenanza será de aplicación a todo el término municipal de Cadrete desde 

su entrada en vigor hasta su modificación o derogación.
Esta Ordenanza se aplicará en la gestión de los ingresos de derecho público 

cuya titularidad corresponda al Ayuntamiento
Esta Ordenanza General, así como las Ordenanzas fiscales específicas de los 

tributos municipales o acuerdos de establecimiento de precios públicos, serán de apli-
cación en el término municipal de Cadrete. 

Artículo 3. Interpretación.
Por Decreto de Alcaldía o si existiese delegación por acuerdo de la Junta de 

Gobierno Local se podrá dictar disposiciones interpretativas y aclaratorias de la Orde-
nanza y de las Ordenanzas reguladoras de cada exacción. 

Por el tesorero municipal se podrán dictar instrucciones y circulares interpreta-
tivas y aclaratorias de la Ordenanza y de las Ordenanzas reguladoras de cada exac-
ción y de la presente Ordenanza, subordinadas a las disposiciones aclaratorias de los 
órganos de gobierno. 

En defecto de los anteriores, se aplicarán, en la medida en que resulten aplica-
bles, las instrucciones dictadas por el director del Departamento de Recaudación de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

TÍTULO I

Los tributos

Artículo 4. Hecho imponible.
El hecho imponible es el presupuesto fijado por la Ley para configurar cada tribu-

to y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria principal.
La Ley de cada tributo podrá completar la determinación concreta del hecho 

imponible mediante mención de supuestos de no sujeción.

Artículo 5. Sujetos obligados al pago.

A) Obligados tributarios:
Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las 

que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias.
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Entre otros, la Ley General Tributaria establece que son obligados tributarios:
a) Los contribuyentes.
b) Los sustitutos del contribuyente.
c) Los obligados a realizar pagos fraccionados.
d) Los retenedores.
e) Los obligados a practicar ingresos a cuenta.
f) Los obligados a repercutir.
g) Los obligados a soportar la repercusión.
h) Los obligados a soportar la retención.
i) Los obligados a soportar los ingresos a cuenta.
j) Los sucesores.
k) Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tribu-

tarias, cuando no tengan la condición de sujetos pasivos.
También tendrán el carácter de obligados tributarios aquellos a quienes la Nor-

mativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias formales.
Tendrán la consideración de obligados tributarios, en los casos en los que la Ley 

lo establezca, las herencias yacentes, Comunidades de Bienes y demás entidades 
que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patri-
monio separado susceptibles de imposición.

Tendrán el carácter de obligados tributarios los responsables solidarios y subsi-
diarios que señale, en su caso, la Ley.

B) Sujetos pasivos: contribuyente y sustituto del contribuyente:
Es sujeto pasivo el obligado tributario que, según la Ley, debe cumplir la obli-

gación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma, 
sea como contribuyente o como sustituto del mismo. No perderá la condición de sujeto 
pasivo quien deba repercutir la cuota tributaria a otros obligados, salvo que la Ley de 
cada tributo disponga otra cosa.

Es contribuyente el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible.
Es sustituto el sujeto pasivo que, por imposición de la Ley y en lugar del contri-

buyente, está obligado a cumplir la obligación tributaria principal, así como las obliga-
ciones formales inherentes a la misma. El sustituto podrá exigir del contribuyente el 
importe de las obligaciones tributarias satisfechas, salvo que la Ley señale otra cosa.

Artículo 6. Responsables tributarios.
La Ordenanza fiscal correspondiente podrá configurar, en conformidad con la 

Ley, como responsables solidarios o subsidiarios de la deuda tributaria, junto a los 
deudores principales, a otras personas o entidades. Salvo precepto legal expreso en 
contrario, la responsabilidad será siempre subsidiaria.

1. Responsables solidarios:
Serán responsables solidarios de la deuda tributaria:
a) Los que sean causantes o colaboren activamente en la realización de una 

infracción tributaria. Su responsabilidad también se extenderá a la sanción.
b) Los partícipes o cotitulares de las herencias yacentes, Comunidades de Bie-

nes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad 
económica o un patrimonio separado susceptibles de imposición, en proporción a 
sus respectivas participaciones respecto a las obligaciones tributarias materiales de 
dichas entidades.

c) Las que sucedan por cualquier concepto en la titularidad o ejercicio de ex-
plotaciones o actividades económicas, por las obligaciones tributarias contraídas del 
anterior titular y derivadas de su ejercicio. La responsabilidad también se extenderá 
a las obligaciones derivadas de la falta de ingreso de las retenciones e ingresos a 
cuenta practicadas o que se hubieran debido practicar.

También serán responsables solidarios del pago de la deuda tributaria pendien-
te, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embar-
gar o enajenar por la Administración tributaria, las siguientes personas o entidades:

a) Las que sean causantes o colaboren en la ocultación o transmisión de bienes 
o derechos del obligado al pago con la finalidad de impedir la actuación de la Admi-
nistración tributaria.
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b) Las que, por culpa o negligencia, incumplan las órdenes de embargo.
c) Las que, con conocimiento del embargo, la medida cautelar o la constitución 

de la garantía, colaboren o consientan en el levantamiento de los bienes o derechos 
embargados o de aquellos bienes o derechos sobre los que se hubiera constituido la 
medida cautelar o la garantía.

d) Las personas o entidades depositarias de los bienes del deudor que, una vez 
recibida la notificación del embargo, colaboren o consientan en el levantamiento de 
aquellos.

2. Responsables subsidiarios:
Serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria:
a) Los Administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, ha-

biendo estas cometido infracciones tributarias, no hubiesen realizado los actos nece-
sarios que sean de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones y debe-
res tributarios, hubiesen consentido el incumplimiento por quienes de ellos dependan 
o hubiesen adoptado acuerdos que posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad 
también se extenderá a las sanciones.

b) Los administradores de hecho o de derecho de aquellas personas jurídicas 
que hayan cesado en sus actividades, por las obligaciones tributarias devengadas 
de estas que se encuentren pendientes en el momento del cese, siempre que no 
hubieran hecho lo necesario para su pago o hubieren adoptado acuerdos o tomado 
medidas causantes del impago.

c) Los integrantes de la Administración concursal y los liquidadores de socieda-
des y entidades en general que no hubiesen realizado las gestiones necesarias para 
el íntegro cumplimiento de las obligaciones tributarias devengadas con anterioridad 
a dichas situaciones e imputables a los respectivos obligados tributarios. De las obli-
gaciones tributarias y sanciones posteriores a dichas situaciones responderán como 
Administradores cuando tengan atribuidas funciones de administración.

d) Los adquirentes de bienes afectos por Ley al pago de la deuda tributaria.
e) Los agentes y comisionistas de aduanas, cuando actúen en nombre y por 

cuenta de sus comitentes.
f) Las personas y entidades que contraten o subcontraten la ejecución de obras 

o la prestación de servicios correspondientes a su actividad económica principal, por 
las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse o cantidades 
que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte 
que corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación.

Artículo 6. Domicilio fiscal.
El domicilio fiscal es el lugar de localización del obligado tributario en sus rela-

ciones con la Administración tributaria.
El domicilio fiscal será:
a) Para las personas físicas, el lugar donde tengan su residencia habitual.
b) Para las personas jurídicas, su domicilio social, siempre que en él esté efecti-

vamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro 
caso, se atenderá al lugar en el que se lleve a cabo dicha gestión o dirección.

Cuando no pueda determinarse el lugar del domicilio fiscal de acuerdo con los 
criterios anteriores, prevalecerá aquel donde radique el mayor valor del inmovilizado.

c) Para las herencias yacentes, Comunidades de Bienes y demás entidades que, 
carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio 
separado susceptibles de imposición, serán aplicables las reglas de la letra anterior.

d) Para las personas o entidades no residentes en España, el domicilio fiscal se 
determinará según lo establecido en la Normativa reguladora de cada tributo.

Los obligados tributarios deberán comunicar su domicilio fiscal y el cambio del 
mismo a la Administración. Su incumplimiento por las personas físicas que no reali-
cen actividades económicas, será una infracción leve y la sanción consistirá en multa 
pecuniaria fija de 100 euros.

Artículo 7. Base imponible.
La base imponible es la magnitud dineraria o de otra naturaleza que resulta de 

la medición o valoración del hecho imponible.
La Ley de cada tributo establecerá los métodos para determinar la base imponible, 

que podrá determinarse por los métodos de estimación directa, objetiva e indirecta.
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Cuando la Administración tributaria no pueda disponer de los datos necesarios 
para la determinación de la base imponible como consecuencia de la falta de presen-
tación de declaraciones o presentación de declaraciones incompletas o inexactas, de 
la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación inspectora, del incum-
plimiento sustancial de las obligaciones contables o registrales y la desaparición o 
destrucción, aun por causa de fuerza mayor, de los Libros y registros contables o de 
los justificantes de las operaciones anotadas en los mismos, el método de estimación 
será indirecto, y las bases o rendimientos se determinarán mediante la aplicación de 
los siguientes medios o de varios de ellos conjuntamente:

a) Aplicación de los datos y antecedentes disponibles que sean relevantes al 
efecto.

b) Utilización de aquellos elementos que indirectamente acrediten la existencia 
de los bienes y de las rentas, así como de los ingresos, ventas, costes y rendimientos 
que sean normales en el respectivo sector económico, atendidas las dimensiones de 
las unidades productivas o familiares que deban compararse en términos tributarios.

c) Valoración de las magnitudes, índices, módulos o datos que concurran en los 
respectivos obligados tributarios, según los datos o antecedentes que se posean de 
supuestos similares o equivalentes.

La base liquidable es la magnitud resultante de practicar, en su caso, en la base 
imponible las reducciones establecidas en la Ley.

Artículo 8. Bonificaciones y exenciones.
No podrán reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que los 

expresamente previstos en las Normas con rango de Ley o los derivados de la aplica-
ción de los Tratados Internacionales.

No obstante, también podrán reconocerse los beneficios fiscales que el Ayunta-
miento de Cadrete locales establezca en sus Ordenanzas fiscales en los supuestos 
expresamente previstos por la Ley. En particular, y en las condiciones que puedan 
prever dichas Ordenanzas, se podrá establecer una bonificación de hasta el 5% de la 
cuota a favor de los sujetos pasivos que domicilien sus deudas de vencimiento perió-
dico en una entidad financiera, anticipen pagos o realicen actuaciones que impliquen 
colaboración en la recaudación de ingresos.

Las Leyes por las que se establezcan beneficios fiscales en materia de tributos 
locales determinarán las fórmulas de compensación que procedan; dichas fórmulas 
tendrán en cuenta las posibilidades de crecimiento futuro de los recursos de este 
Ayuntamiento de Cadrete procedentes de los Tributos respecto de los cuales se esta-
blezcan los mencionados beneficios fiscales.

Artículo 9. Tipo de gravamen, cuota líquida y deuda tributaria.
El tipo de gravamen es la cifra, coeficiente o porcentaje que se aplica a la base 

liquidable para obtener como resultado la cuota íntegra.
La cuota íntegra se determinará aplicando el tipo de gravamen a la base liquida-

ble o según cantidad fija señalada al efecto.
La deuda tributaria estará constituida:
a) Por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria prin-

cipal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta.
b) Por el interés de demora.
c) Los recargos por declaración extemporánea.
d) Los recargos del período ejecutivo.
e) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del 

Tesoro o de otros entes públicos.
Artículo 10. Extinción de la deuda.
Las deudas tributarias podrán extinguirse por pago, prescripción, compensación 

o condonación.

A) El pago:
El pago se efectuará dentro de los plazos y en la forma establecida en la or-

denanza reguladora de cada tributo o acuerdo de imposición de ingreso de derecho 
público.
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Sin perjuicio de lo establecido en cada norma reguladora el pago de las deudas 
tributarias y no tributarias podrá realizarse por cualquiera de los siguientes medios: 

1. En efectivo
2. Cheque nominativo a favor de la Tesorería del Ayuntamiento de Cadrete con-

formado o certificado por la entidad librada y cruzado. 
3. Tarjeta de crédito y de débito. 
4. Transferencia bancaria. Será requisito que el ordenante de la transferencia 

identifique claramente la deuda objeto del pago y el obligado al mismo, debiendo 
aportar justificante de la transferencia efectuada para concluir el procedimiento re-
caudatorio.

5. Giro postal a favor del Ayuntamiento de Cadrete. El pago se entenderá efec-
tuado desde el momento de la imposición. 

6. Domiciliación bancaria.
Los cargos bancarios soportados por la devolución de recibos serán repercuti-

dos al tercero junto a la liquidación correspondiente en el caso de domiciliación ban-
caria voluntaria.

7. Medios telemáticos 
Se admitirán medios de pago electrónico o modalidades de crédito web , tpvs 

virtuales o cualquier otro medio seguro de pago si así se establece por Decreto de 
alcaldía siempre que sea complementario a los medios de pago establecidos en la 
ordenanza reguladora y suponga mejora en la eficacia en la gestión de cobro previo 
informe de la tesorería municipal.

8. Cheque social/bebé/similares.
En caso de que un trabajador necesite, para hacer uso de una ayuda dada por 

su empresa, de un beneficio social para el pago de un servicio municipal en que se 
haya establecido la domiciliación como medio de pago, podrá eliminarse de los reci-
bos y admitir el pago por transferencia en circunstancias excepcionales informadas 
por Tesorería

B) La prescripción:
Prescribirán a los cuatro años:
a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante 

la oportuna liquidación.
b) El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias 

liquidadas y autoliquidadas.
c) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la Normativa de cada 

tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las ga-
rantías.

d) El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la Normativa de cada 
tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las ga-
rantías.

El plazo de prescripción se interrumpirá:
1. En el caso de la letra a):
—Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimien-

to formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, com-
probación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o parte de los elementos 
de la obligación tributaria.

—Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase.
—Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la li-

quidación o autoliquidación de la deuda tributaria.
2. En el caso de la letra b):
—Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimien-

to formal del obligado tributario, dirigida de forma efectiva a la recaudación de la 
deuda tributaria.

—Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase.
—Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente al pago 

o extinción de la deuda tributaria.
3. En el caso de la letra c):
—Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la de-

volución, el reembolso o la rectificación de su autoliquidación.
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—Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de 
cualquier clase.

4. En el caso de la letra d)
—Por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida a efectuar la devo-

lución o el reembolso.
—Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que exija el 

pago de la devolución o el reembolso.
—Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de 

cualquier clase.
Interrumpido el plazo de prescripción para un obligado tributario, dicho efecto se 

extiende a todos los demás obligados, incluidos los responsables. No obstante, si la 
obligación es mancomunada y solo se reclama a uno de los obligados tributarios la 
parte que le corresponde, el plazo no se interrumpe para los demás.

Si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un mismo obligado al pago, la 
interrupción de la prescripción solo afectará a la deuda a la que se refiera.

La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya pa-
gado la deuda tributaria, sin necesidad de que la invoque o excepcione el obligado 
tributario.

La prescripción ganada extingue la deuda tributaria.

C) Compensación:
La compensación se acordará de oficio o a instancia del obligado tributario.
Las deudas tributarias de un obligado tributario podrán extinguirse total o par-

cialmente por compensación con créditos reconocidos por acto administrativo a favor 
del mismo obligado, en las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

D) Condonación:
Las deudas tributarias solo podrán condonarse en virtud de la Ley, en la cuantía 

y con los requisitos que en la misma se determinen.
Artículo 11. Garantías de la deuda tributaria.
La Hacienda Municipal tendrá prelación para el cobro de los créditos tributarios 

vencido y no satisfechos en cuanto concurra con otros acreedores, excepto que se 
trate de acreedores de dominio, prenda, hipoteca u otro Derecho Real debidamente 
inscrito en el Registro correspondiente con anterioridad a la fecha en que se haga 
constar en el mismo el derecho de la Hacienda Municipal.

En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos inscribibles en 
un registro público o sus productos directos, el Ayuntamiento tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor o adquirente, aunque estos hayan inscrito sus derechos, para 
el cobro de las deudas devengadas y no satisfechas correspondientes al año natural 
en que se exija el pago y al inmediato anterior.

Artículo 12. Gestión tributaria.

A) La gestión tributaria:
La gestión de los tributos locales se hará por este Ayuntamiento de Cadrete, sin 

perjuicio de las facultades delegadas mediante convenio a la Excma. Diputación Pro-
vincial de Zaragoza, conforme a lo establecido en el Real Decreto legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, por el que se aprueba del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

La gestión tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas 
dirigidas a:

a) La recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicacio-
nes de datos y demás documentos con trascendencia tributaria.

b) La comprobación y realización de las devoluciones previstas en la Normativa 
tributaria.

c) El reconocimiento y comprobación de la procedencia de los beneficios fiscales 
de acuerdo con la Normativa reguladora del correspondiente procedimiento.

d) El control y los Acuerdos de simplificación relativos a la obligación de facturar 
en cuanto tengan trascendencia tributaria.

e) La realización de actuaciones de control del cumplimiento de la obligación de 
presentar declaraciones tributarias y de otras obligaciones formales.
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f) La realización de actuaciones de verificación de datos.
g) La realización de actuaciones de comprobación de valores.
h) La realización de actuaciones de comprobación limitada.
i) La práctica de liquidaciones tributarias derivadas de las actuaciones de verifi-

cación y comprobación realizadas.
j) La emisión de certificados tributarios.
k) La expedición y, en su caso, revocación del número de identificación fiscal, en 

los términos establecidos en la Normativa específica.
l) La elaboración y mantenimiento de los censos tributarios.
m) La información y asistencia tributaria.
n) La realización de las demás actuaciones de aplicación de los Tributos no in-

tegradas en las funciones de inspección y recaudación.

B) Formas de iniciación:
La gestión tributaria se iniciará:
a) Por una autoliquidación, por una comunicación de datos o por cualquier otra 

clase de declaración.
b) Por una solicitud del obligado tributario.
c) De oficio por la Administración tributaria.
Se considerará declaración tributaria todo documento presentado ante la Admi-

nistración tributaria donde se reconozca o manifieste la realización de cualquier hecho 
relevante para la aplicación de los tributos. La presentación de una declaración no 
implica aceptación o reconocimiento por el obligado tributario de la procedencia de la 
obligación tributaria.

Las autoliquidaciones son declaraciones en las que los obligados tributarios, 
además de comunicar a la Administración los datos necesarios para la liquidación del 
tributo y otros de contenido informativo, realizan por sí mismos las operaciones de ca-
lificación y cuantificación necesarias para determinar e ingresar el importe de la deuda 
tributaria o, en su caso, determinar la cantidad que resulte a devolver o a compensar.

Las autoliquidaciones presentadas por los obligados tributarios podrán ser ob-
jeto de verificación y comprobación por la Administración, que practicará, en su caso, 
la liquidación que proceda.

Se considera comunicación de datos la declaración presentada por el obligado 
tributario ante la Administración para que esta determine la cantidad que, en su caso, 
resulte a devolver. Se entenderá solicitada la devolución mediante la presentación de 
la citada comunicación.

C) Procedimientos de gestión tributaria:
Son procedimientos de gestión tributaria, entre otros, los siguientes:
a) El procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o 

comunicación de datos.
b) El procedimiento iniciado mediante declaración.
c) El procedimiento de verificación de datos.
d) El procedimiento de comprobación de valores.
e) El procedimiento de comprobación limitada.
Reglamentariamente se podrán regular otros procedimientos de gestión tribu-

taria.
Artículo 13. Liquidación tributaria.
La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual la Hacienda Mu-

nicipal realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de 
la deuda tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar 
de acuerdo con la normativa tributaria.

Las liquidaciones tributarias serán provisionales o definitivas.
Tendrán la consideración de definitivas:
a) Las practicadas en el procedimiento inspector previa comprobación e investi-

gación de la totalidad de los elementos de la obligación tributaria.
b) Las demás a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter.
En los demás casos, las liquidaciones tributarias tendrán el carácter de provi-

sionales.
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Las liquidaciones se notificarán con expresión de:
a) La identificación del obligado tributario.
b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.
c) La motivación de las mismas cuando no se ajusten a los datos consignados 

por el obligado tributario o a la aplicación o interpretación de la normativa realizada 
por el mismo, con expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, 
así como de los fundamentos de derecho.

d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que 
hayan de presentarse y plazo para su interposición.

e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria.
f) Su carácter de provisional o definitiva.
Artículo 14. Inspección tributaria.

A) La inspección tributaria:
La inspección tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas 

dirigidas a:
a) La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias 

para el descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración.
b) La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones presenta-

das por los obligados tributarios.
c) La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas con 

la aplicación de los tributos.
d) La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, bienes, patrimo-

nios, empresas y demás elementos, cuando sea necesaria para la determinación de 
las obligaciones tributarias.

e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la obten-
ción de beneficios o incentivos fiscales y devoluciones tributarias y la forma en que 
deben cumplir estas últimas.

g) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de 
comprobación e investigación.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada.
i) El asesoramiento e informe a órganos de la Administración Pública.
j) La realización de las intervenciones tributarias de carácter permanente o no 

permanente.
k) Las demás que se establezcan en otras disposiciones o se le encomienden 

por las Autoridades competentes.

B) Facultades de la inspección de los tributos:
Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de documentos, 

libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, corresponden-
cia con trascendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros 
y archivos informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la ins-
pección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o informa-
ción que deba de facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia 
de las obligaciones tributarias.

Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que desarrollen 
funciones de inspección de los tributos podrán entrar, en las condiciones que reglamen-
tariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos 
o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, 
existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de 
hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los lugares mencionados en el 
párrafo anterior se opusiera a la entrada de los funcionarios de la inspección de tri-
butos, se precisará la autorización escrita de la Autoridad administrativa competente.

Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea necesario entrar en 
el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, la Administración tri-
butaria deberá obtener el consentimiento de aquel o la oportuna autorización judicial.

Los obligados tributarios deberán atender a la inspección y le prestarán la debi-
da colaboración en el desarrollo de sus funciones.
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El obligado tributario que hubiera sido requerido por la inspección deberá perso-
narse, por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la 
práctica de las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de la inspección la 
documentación y demás elementos solicitados.

Excepcionalmente, y de forma motivada, la inspección podrá requerir la compa-
recencia personal del obligado tributario cuando la naturaleza de las actuaciones a 
realizar así lo exija.

Los funcionarios que desempeñen funciones de inspección serán considerados 
Agentes de la Autoridad y deberán acreditar su condición, si son requeridos para ello, 
fuera de las oficinas públicas.

C) Iniciación del procedimiento de inspección:
Se iniciará:
a) De oficio.
b) A petición del obligado tributario.
Los obligados tributarios deben ser informados al inicio de las actuaciones del 

procedimiento de inspección sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como 
de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones.

Las actuaciones del procedimiento de inspección podrán tener carácter general 
o parcial. Tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad de los elementos 
de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en todos aquellos 
supuestos que se señalen en las Ordenanzas fiscales de cada tributo. En otro caso, 
las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general en relación 
con la obligación tributaria y período comprobado.

D) Plazo de las actuaciones inspectoras:
Las actuaciones del procedimiento de inspección deberán concluir en el plazo 

de doce meses contado desde la fecha de notificación al obligado tributario del inicio 
del mismo. Se entenderá que las actuaciones finalizan en la fecha en que se notifique 
o se entienda notificado el acto administrativo resultante de las mismas.

Los acuerdos de ampliación del plazo legalmente previsto serán, en todo caso, 
motivados, con referencia a los hechos y fundamentos de derecho.

E) Terminación de las actuaciones inspectoras:
Las actuaciones de la inspección de los Tributos se documentarán en comunica-

ciones, diligencias, informes y Actas.
Las Actas que documenten el resultado de las actuaciones inspectoras deberán 

contener al menos, las siguientes menciones:
a) El lugar y fecha de su formalización.
b) El nombre y apellidos o razón social completa, el número de identificación 

fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario, así como el nombre, apellidos y nú-
mero de identificación fiscal de la persona con la que se entienden las actuaciones y 
el carácter o representación con que interviene en las mismas.

c) Los elementos esenciales del hecho imponible o presupuesto de hecho de la 
obligación tributaria y de su atribución al obligado tributario, así como los fundamentos 
de derecho en que se base la regularización.

d) En su caso, la regularización de la situación tributaria del obligado y la pro-
puesta de liquidación que proceda.

e) La conformidad o disconformidad del obligado tributario con la regularización 
y con la propuesta de liquidación.

f) Los trámites del procedimiento posteriores al acta y, cuando esta sea con 
Acuerdo o de conformidad, los recursos que procedan contra el acto de liquidación 
derivado del Acta, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interpo-
nerlos.

g) La existencia o inexistencia, en opinión de actuario, de indicios de la comisión 
de infracciones tributarias.

h) Las demás que se establezcan en las ordenanzas fiscales propias de cada 
tributo.
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Artículo 15. Recaudación tributaria.
8B) Práctica del embargo de bienes y derechos
Con respeto siempre al principio de proporcionalidad, se procederá al embargo 

de los bienes y derechos del obligado tributario en cuantía suficiente para cubrir:
a) El importe de la deuda no ingresada.
b) Los intereses que se hayan devengado o se devenguen hasta la fecha del 

ingreso en el Tesoro.
c) Los recargos del período ejecutivo.
d) Las costas del procedimiento de apremio.
No se embargarán los bienes o derechos declarados inembargables por las Le-

yes ni aquellos otros respecto de los que se presuma que el coste de su realización 
pudiera exceder del importe que normalmente podría obtenerse en su enajenación.

Cada actuación de embargo se documentará en diligencia, que se notificará a la 
persona con la que se entienda dicha actuación.

Efectuado el embargo de los bienes o derechos, la diligencia se notificará al 
obligado tributario y, en su caso, al tercero titular, poseedor o depositario de los bienes 
si no se hubiesen llevado a cabo con ellos las actuaciones, así como al cónyuge del 
obligado tributario cuando los bienes embargados sean gananciales y a los condue-
ños o cotitulares de los mismos.

Contra la diligencia de embargo solo serán admisibles los siguientes motivos de 
oposición:

a) Extinción de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.
b) Falta de notificación de la providencia de apremio.
c) Incumplimiento de las normas reguladoras del embargo contenidas en la Ley 

General Tributaria.
d) Suspensión del procedimiento de recaudación.
C) Terminación del procedimiento de apremio
El procedimiento de apremio termina:
a) Con el pago de la cantidad debida.
b) Con el Acuerdo que declare el crédito total o parcialmente incobrable, una vez 

declarados fallidos todos los obligados al pago.
c) Con el Acuerdo de haber quedado extinguida la deuda por cualquier otra 

causa.
En los casos en que se haya declarado el crédito incobrable, el procedimiento 

de apremio se reanudará, dentro del plazo de prescripción, cuando se tenga conoci-
miento de la solvencia de algún obligado al pago.

Artículo 16. Aplazamiento y fraccionamiento del pago.

A) Aplazamiento y fraccionamiento del pago.
1. Liquidada que sea la deuda tributaria, la Administración municipal podrá, dis-

crecionalmente, fraccionar o aplazar el pago de la misma previa petición de los obli-
gados en los siguientes plazos:

1. En período voluntario: 
a) Las deudas no garantizadas podrán aplazarse por un período máximo de 

dieciocho meses. 
b) Las deudas garantizadas sin aval ni seguro de caución podrán aplazarse un 

período máximo de treinta y seis meses. 
c) Las deudas garantizadas con aval o seguro de caución podrán aplazarse un 

período máximo de cuarenta y ocho meses. 
2. En período ejecutivo: Se estará a las normas establecidas por la Adminis-

tración delegada. Salvo que otra cosa establezca el convenio de delegación, corres-
ponderá al tesorero la emisión de informe favorable o desfavorable a la concesión de 
aplazamientos o fraccionamientos que por exceder de los parámetros habituales de 
la Administración delegada requieran la conformidad del Ayuntamiento de Cadrete.

Se dispensarán de garantía los aplazamientos o fraccionamientos de deuda del 
mismo sujeto pasivo, incluida la solicitada, que no superen el importe de 12.000 euros. 

La garantía cubrirá el importe de la deuda en el momento de solicitar el fraccio-
namiento, más los intereses de demora que genere el fraccionamiento, más un 25% 
de la suma de ambas partidas. 
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Corresponde a Tesorería la apreciación de la suficiencia de las garantías pre-
sentadas y la posibilidad de presentar otras garantías diferentes al depósito en me-
tálico o el aval.

3. Las cantidades cuyo pago se aplace devengarán, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 53 del Reglamento General de Recaudación, el interés de demora a que 
se refiere el artículo 65.5 de la Ley General Tributaria. No obstante, si el aplazamiento 
no fuera superior a seis meses, no se exigirá interés ni garantía alguna.

B) Procedimiento para el aplazamiento y el fraccionamiento.
1. El alcalde-presidente o persona en quien delegue es competente para autori-

zar aplazamiento del pago de las deudas tributarias cualquiera que sea su naturaleza 
y situación, en aquellos casos en que concurran circunstancias excepcionales o razo-
nes de interés público que discrecionalmente apreciará.

2. Solo podrán pedir aplazamiento los obligados al pago cuando la situación de 
su tesorería, discrecionalmente apreciada por la Administración, les impida efectuar 
el pago dentro del plazo de ingreso voluntario.

3. Las peticiones de aplazamiento se presentarán dentro del plazo de los diez 
días primeros señalados para ingreso voluntario o para presentación de las corres-
pondientes declaraciones-liquidaciones. La Administración municipal advertirá por 
escrito al presentador, que deberá personarse al undécimo día posterior para ser 
notificado de la resolución que recaiga.

4. La petición de aplazamiento contendrá, necesariamente, los siguientes datos:
a) Nombre y apellidos, razón social o denominación y domicilio del solicitante.
b) Deuda tributaria cuyo aplazamiento se solicita, indicando su importe, fecha de 

Iniciación del plazo de ingreso voluntario y referencia contable.
c) Su absoluta conformidad con la misma.
d) Aplazamiento o fraccionamiento que se solicita.
e) Motivo de la petición que se deduce.
f) Garantía que se ofrece en su caso
5. El solicitante podrá acompañar a su instancia los documentos o justificantes 

que estime oportunos en apoyo de su petición.
Artículo 17. Infracciones y sanciones tributarias.
En virtud de lo dispuesto en el artículo 11 del Real Decreto legislativo 2/2004, 

de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, en materia de tributos locales, se aplicará el régimen de infrac-
ciones y sanciones regulado en la Ley General Tributaria y en las disposiciones que 
la complementen y desarrollen, con las especificaciones que resulten de esta Ley y 
las que, en su caso, se establezcan en las Ordenanzas fiscales al amparo de la Ley.

A) Infracciones

Son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con 
cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas en la Ley.

Las infracciones tributarias se clasifican en leves, graves y muy graves.
Se consideran infracciones tributarias en virtud de lo dispuesto en los artículos 

191 y siguientes de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria:
1. Dejar de ingresar la deuda tributaria que debiera resultar de una autoliquida-

ción.
2. No presentar completa y correctamente declaraciones o documentos necesa-

rios para practicar liquidaciones.
3. Obtener indebidamente devoluciones.
4. Solicitar indebidamente devoluciones, beneficios o incentivos fiscales.
5. Infracción tributaria por determinar o acreditar improcedentemente partidas 

positivas o negativas o créditos tributarios aparentes.
6. Imputar incorrectamente o no imputar bases imponibles, rentas o resultados 

por entidades sometidas a imputación de rentas.
7. Imputar incorrectamente deducciones, bonificaciones y pagos a cuenta por 

entidades sometidas a imputación de rentas.
8. No presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin perjuicio econó-

mico, por incumplir la obligación de comunicar el domicilio.
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9. Presentar incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones sin perjuicio 
económico o contestaciones a requerimientos de información.

10. Incumplir obligaciones contables y registrales.
11. Incumplir obligaciones de facturación o documentación.
12. Incumplir las obligaciones relativas a la utilización del número de identifica-

ción fiscal o de otros números o códigos.
13. Resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Admi-

nistración tributaria.
14. Incumplir el deber de sigilo exigido a los retenedores y a los obligados a 

realizar ingresos a cuenta.
15. Incumplir la obligación de comunicar correctamente datos al pagador de 

rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta.
16. Incumplir la obligación de entregar el certificado de retenciones o ingresos 

a cuenta.

B) Sanciones

Las infracciones tributarias se sancionarán mediante la imposición de sanciones 
pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias de carácter accesorio.

Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa fija o proporcional.
Para todo lo no dispuesto en materia de infracciones y sanciones en esta Or-

denanza o en la Ordenanza fiscal correspondiente de cada tributo, se estará a lo 
dispuesto en los artículos 181 a 206 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

TÍTULO II

Del resto de los ingresos de derecho público

CAPÍTULO I

Precios públicos 

Artículo 18. De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de Haciendas Locales, este Ayuntamiento podrá establecer y exigir precios públicos 
que se regularán por lo dispuesto en el Real Decreto legislativo citado, por la Ley 
8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, y por lo preceptuado en esta 
Ordenanza.

Con carácter general serán aplicables a los precios públicos los procedimientos 
establecidos en esta ordenanza de gestión, recaudación e inspección de los tributos, 
en especial las determinaciones relativas al procedimiento de apremio, la suspensión 
y el fraccionamiento, así como las garantías exigidas.

I. Procedencia del establecimiento de precios públicos:
Artículo 19. Este Ayuntamiento podrá establecer y exigir precios públicos por la 

prestación de servicios o la realización de actividades.
En general, y con el cumplimiento de cuanto se fija en esta Ordenanza, podrá 

establecerse y exigirse la prestación de servicios o realización de actividades de la 
competencia de esta entidad local, efectuadas en régimen de derecho público en los 
siguientes supuestos:

—Que no se refieran a los servicios de aguas en fuentes públicas, alumbrado en 
vías públicas, vigilancia pública general, protección civil, limpieza de la vía pública o 
enseñanza en los niveles de educación obligatoria.

—Que los servicios o actividades vengan prestándose por el sector privado.
—Que no sean de recepción obligatoria al imponerse con tal calificación, en 

virtud de lo dispuesto en la legislación vigente.
—Que no sean de solicitud obligatoria. No se considerará voluntaria la solicitud 

cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias y cuando los bie-
nes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida privada o 
social del solicitante.
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II. Obligados al pago:
Artículo 20. Quedan obligados al pago de los precios públicos quienes disfruten, 

utilicen o se beneficien de los servicios o actividades por los que deban satisfacer 
aquellos.

III. Cuantía y obligación de pago:
Artículo 21. Los precios públicos se establecerán a un nivel que cubra, como 

mínimo, los costes económicos originados por la realización de las actividades o la 
prestación de los servicios.

Cuando existan razones sociales, benéficas, culturales o de interés público que 
así lo aconsejen se podrán fijar precios públicos por debajo de los límites previstos 
en el apartado anterior; en estos casos deberán consignarse en los presupuestos del 
Ayuntamiento las dotaciones oportunas para la cobertura de la diferencia resultante 
si la hubiese.

IV. Fijación:
Artículo 22. El establecimiento o modificación de los precios públicos correspon-

derá al Ayuntamiento Pleno y por su delegación a la Junta de Gobierno.
La fijación de los precios públicos se realizará por acuerdo de los órganos cita-

dos en el que deberá constar como mínimo lo siguiente:
a) Los concretos servicios o realización de actividades que originan como con-

traprestación el precio público.
b) El importe cuantificado en euros a que ascienda el precio público que se es-

tablezca.
c) La expresa declaración de que el precio público cubre el coste de los ser-

vicios, conforme a la memoria económica financiera que deberá acompañarse a la 
propuesta, salvo en el supuesto previsto en el artículo 4.2 de esta Ordenanza, en 
cuyo caso se harán constar las dotaciones presupuestarias que cubran la diferencia.

d) La fecha a partir de la cual se comience a exigir el precio público de nueva 
creación o modificado.

e) La remisión expresa en todo lo demás a lo dispuesto en esta Ordenanza 
general.

Los importes de los precios públicos aprobados se darán a conocer mediante 
anuncios a insertar en el BOPZ y en la web municipal.

V. Procedimiento:
Artículo 23. Toda propuesta de fijación o modificación de los precios públicos de-

berá ir acompañada de una memoria económica-financiera que justificará el importe 
de los mismos que se proponga, el grado de cobertura financiera de los costes corres-
pondientes y, en su caso, las utilidades derivadas de la realización de las actividades 
y la prestación de los servicios o los valores de mercado que se hayan tomado como 
referencia.

Las propuestas deberán ir firmadas por el alcalde.
La memoria económico-financiera deberá ser presentada por Tesorería del 

Ayuntamiento.

VI. Administración y cobro

Artículo 24. La administración y cobro de los precios públicos se llevará a cabo 
por el Ayuntamiento.

Las entidades que cobren los precios públicos podrán exigir el depósito previo 
de su importe total o parcial como requisito para prestar los servicios o realización de 
actividades y establecer el régimen de autoliquidación.

La obligación de pagar el precio público nace desde que se inicie la prestación 
del servicio o la realización de la actividad.

Cuando por causas no imputables al obligado al pago del precio el servicio pú-
blico o la actividad administrativa no se preste o desarrolle, procederá la devolución 
del importe correspondiente.

Las deudas por precios públicos se exigirán por el procedimiento administrativo 
de apremio, siendo aplicables las determinaciones establecidas en el artículo 15 de 
la presente ordenanza.
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Artículo 25. Precios públicos de vencimiento periódico. 
Los precios públicos de vencimiento periódico se gestionarán a partir de la ma-

trícula de contribuyentes formada sobre la base de los datos declarados por los mis-
mos en el momento de solicitar la prestación de servicios o realización de actividades 
que les afectan o interesan. 

Las modificaciones en las cuotas que respondan a variación de las tarifas conte-
nidas en la respectiva Ordenanza no precisarán de notificación individualizada. 

En el momento del alta se informará al obligado de las fechas de pago, régimen 
de declaración de variaciones y otras circunstancias cuyo conocimiento pueda ser 
preciso para el correcto cumplimiento de sus obligaciones posteriores. 

Artículo 26. Precios públicos de vencimiento no periódico. 
1. Deberá practicarse liquidación individualizada en los siguientes supuestos: 
a) Cuando se solicite un servicio de la competencia local que tiene carácter de 

singular.
b) La primera liquidación que se practica correspondiente al alta en una matrícu-

la de obligados al pago por la prestación de servicios que tendrá carácter continuado.
En el supuesto del anterior apartado b), una vez notificada el alta en el Registro 

de Contribuyentes, las sucesivas liquidaciones se notificarán y exaccionarán como 
deudas de vencimiento periódico que son, en la forma regulada en el artículo anterior.

CAPÍTULO II

Otros créditos 

Artículo 27. Otros créditos no tributarios. 
1. Además de los precios públicos, cuya gestión se regula en el Capítulo I de 

este título, el Ayuntamiento es titular de otros créditos de Derecho Público, para cuya 
realización se dictan algunas reglas en el presente capítulo. 

2. Para la cobranza de estas cantidades, el Ayuntamiento ostenta las prerrogati-
vas establecidas legalmente y podrá aplicar el procedimiento recaudatorio fijado en el 
Reglamento General de Recaudación; todo ello, en virtud de lo previsto en el artículo 
2.2 del Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Reguladora de las Haciendas Locales, en relación con los artículos 9 
y 10 de la Ley General Presupuestaria. 

3. En la notificación al interesado se hará constar el plazo de pago de la corres-
pondiente deuda que determinen las normas con arreglo a las cuales tales deudas se 
exijan, y en caso de no establecer un plazo se hará constar el general art. 62 de la Ley 
General Tributaria que es el siguiente: 

Las deudas notificadas entre los días 1 y 15 de cada mes desde la fecha de la 
notificación hasta el 20 del mes siguiente o el inmediato hábil posterior. Las notifica-
das entre los días 16 y último de cada mes desde la fecha de notificación hasta el día 
5 del segundo mes posterior o el inmediato hábil posterior. 

De dicha notificación se dará traslado a la Intervención a los efectos del reco-
nocimiento del derecho y a la Tesorería junto con la copia del acuse de recibo del 
interesado, a los efectos del compute del plazo para el cobro de la deuda. 

4. Cuando se efectúe el cobro de dichas deudas, la Tesorería expedirá la corres-
pondiente carta de pago al interesado. 

Artículo 28. Ingresos por actuaciones urbanísticas, mediante el sistema de coo-
peración. 

1. Los propietarios de terrenos afectados por una actuación urbanística están 
obligados a sufragar los costes de urbanización, a cuyo efecto el Ayuntamiento liqui-
dará cuotas de urbanización. 

2. La exacción de las cuotas de urbanización se llevará a cabo por la vía de 
apremio, según prevé el artículo 65 del Reglamento de Gestión Urbanística. 

3. Los procedimientos de ejecución y apremio se dirigirán contra los bienes de 
los propietarios que no hubieran cumplido sus obligaciones y, en caso de insolvencia 
de los mismos, contra la Asociación administrativa de propietarios. 

4. Si la Asociación de contribuyentes lo solicita y el Ayuntamiento lo considera con-
veniente, se podrán ejercer las facultades referidas en el punto anterior a favor de la Aso-
ciación y contra los propietarios que incumplieran los compromisos contraídos con ella.
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Artículo 29. Ingresos por otras actuaciones urbanísticas. 
1. Cuando la ejecución de la unidad de actuación se realice por el sistema de 

compensación, la Junta de Compensación será directamente responsable frente al 
Ayuntamiento de la realización de las obras de urbanización. Las cantidades adeuda-
das a la Junta de Compensación por sus miembros, serán exigibles en vía de apremio 
por el Ayuntamiento si media petición de la Junta. 

2. Si se hubieran constituido entidades de Conservación Urbanística, el Ayun-
tamiento en su condición de titular de los terrenos de dominio público, exigirá por la 
vía de apremio las cuotas que se adeudan a la Entidad de conservación, a solicitud 
de la misma. El importe de la recaudación se entregará a la Entidad encargada de 
la conservación, de conformidad con lo que prevé el artículo 70 del Reglamento de 
Gestión Urbanística. 

3. Cuando el Ayuntamiento transfiera a las entidades urbanísticas el importe de 
las cuotas recaudadas, podrá deducir una cantidad en concepto de compensación de 
costes originados por el ejercicio de las funciones recaudatorias. Dicha compensación 
no se verá afectada por la repercusión del IVA, toda vez que se trata de la realización 
de una función pública ejercitada directamente por el Ayuntamiento. 

Artículo 30. Responsabilidades contractuales. 
1. El adjudicatario de la realización de obras municipales que ocasione daños y 

perjuicios como consecuencia de la ejecución de aquéllas, o bien por la demora en su 
conclusión, vendrá obligado a indemnizar al Ayuntamiento. 

2. El importe de tal indemnización se detraerá de la fianza definitiva que hubiera 
constituido el contratista y, si la misma no alcanzara a cubrir la cuantía de la respon-
sabilidad, se exaccionará por la vía de apremio la suma no cubierta. 

Artículo 31. Responsabilidad de particulares. 
El particular que ocasione daños en los bienes de uso o servicios públicos ven-

drá obligado a su reparación. Cuando las circunstancias del daño o del bien afectado 
lo aconsejen, será el Ayuntamiento quien proceda a la ejecución de las obras de repa-
ración, exigiendo al autor del daño el importe satisfecho. Si el pago no se realiza en 
periodo voluntario, se exigirá en vía de apremio. 

Artículo 32. Reintegros. 
1. Si el Ayuntamiento concediera una subvención finalista, cuya aplicación no ha 

sido correctamente justificada, exigirá que se acredite el destino de la misma. 
2. Verificada la indebida aplicación, total o parcial, se requerirá el reintegro de la 

suma no destinada a la finalidad para la que se concedió. Si tal reintegro no tiene lugar 
en el plazo que se señale, podrá ser exigido en vía de apremio. 

3. En el supuesto de realización de un pago indebido, tan pronto como sea co-
nocida tal situación por la Intervención, se requerirá el perceptor para que reintegre 
su importe en el término que se señala. Si se incumpliese esta obligación, el reintegro 
se exigirá en vía de apremio.

Artículo 33. Multas. 
1. Las multas que se impongan por infracción de lo dispuesto en la legislación 

urbanística o en las Ordenanzas de policía municipal, se exaccionarán por el procedi-
miento recaudatorio general regulado en esta Ordenanza. 

2. En cuanto a plazos de prescripción, el plazo general es de un año, si bien 
habrá de estarse a lo que resulte de aplicación según la normativa específica de cada 
concepto.

Disposición derogatoria

A la entrada en vigor de esta Ordenanza quedarán derogadas todas las dispo-
siciones municipales que se opongan a lo establecido en la misma y, entre concreto, 
la Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación e Inspección de los Tributos 
aprobada el 29 de Diciembre de 1.989.

Disposiciones finales

Primera. — En todo lo no dispuesto expresamente en la presente Ordenanza 
será de aplicación lo establecido en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-
butaria; en el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 



Núm. 275	 30 noviembre 2021

BO
PZ

 21

el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales; en el Real Decreto 
1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Re-
caudación, y lo establecido en las Ordenanzas fiscales reguladoras de cada uno de 
los Tributos en particular vigentes en este municipio, y a cuantas otras disposiciones 
resulten de aplicación a nivel local en materia tributaria.

Segunda. — Cuando por razón de situación de crisis sanitaria o de otro tipo for-
malmente declaradas se produzcan reducciones de aforo en los servicios se admitirá 
la reducción proporcional de las cuotas acorde al porcentaje de limitación establecido.

Igualmente se admitirán devoluciones proporcionales a los usuarios cuando por 
las causas anteriores se produzcan la suspensión de la prestación de los servicios o 
actividades. 

Tercera. — la presente Ordenanza será objeto de publicación íntegra en el 
BOPZ, entrando en vigor una vez haya transcurrido el plazo establecido en el artículo 
65.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local.

Contra el presente acuerdo, conforme el artículo 19 del texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 2/2004, de 5 
de marzo, se podrá interponer por los interesados recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de la publicación de 
este anuncio en el BOPZ, ante el Tribunal Superior de Justicia de Aragón con sede 
en Zaragoza. 

Cadrete, a 23 de noviembre de 2021. — La alcaldesa, María Ángeles Campillos 
Viñas.


